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Capítulo 2  
¿Cuáles son las 
obligaciones del Estado 
que se derivan de los 
derechos humanos?
En virtud del derecho internacional vigente, los Estados 
son los principales titulares de deberes que asumen 
obligaciones en relación con los derechos humanos. No 
obstante, en principio cualquier persona o grupo puede 
violar los derechos humanos, y de hecho no dejan de aumentar los abusos contra 
los derechos humanos cometidos por agentes no pertenecientes al Estado (como 
empresas, grupos delictivos organizados, terroristas, guerrillas y fuerzas paramilitares y 
organizaciones intergubernamentales).

Los tratados internacionales de derechos humanos y el derecho consuetudinario 
imponen tres obligaciones a los Estados: el deber de respetar, el deber de proteger y 
el deber de cumplir. Mientras que el equilibrio entre esas obligaciones puede variar de 
acuerdo con los derechos de que se trate, se aplican en principio a todos los derechos 
civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Además, los Estados tienen 
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el deber de proporcionar reparación en el nivel interno en caso de violación de los 
derechos humanos.

¿Qué significa la “obligación de respetar”?

La “obligación de respetar” significa que los Estados están obligados a abstenerse 
de interferir en el disfrute de los derechos por parte tanto de los individuos como 
de los grupos. Entraña la prohibición de ciertos actos de los Gobiernos que puedan 
menoscabar el disfrute de los derechos. Por ejemplo, en cuanto al derecho a la 
educación, significa que los Gobiernos deben respetar la libertad de los padres de 
establecer escuelas privadas y de velar por la educación religiosa y moral de sus hijos 
de acuerdo con sus propias convicciones.

¿Qué significa la “obligación de proteger”?

La “obligación de proteger” exige que los Estados protejan a los individuos contra los 
abusos de agentes no estatales, agentes estatales extranjeros o agentes estatales que 
actúen al margen de sus funciones públicas. Esta obligación entraña una dimensión 
tanto preventiva como de reparación. En consecuencia, un Estado tiene el deber de 
promulgar leyes que protejan los derechos humanos, adoptar medidas para proteger 
a los individuos cuando tenga conocimiento (o pudiera haber tenido conocimiento) 
de amenazas a los derechos humanos de los individuos, y garantizar el acceso a 
recursos jurídicos imparciales en caso de sospecha de violaciones de derechos 
humanos (véase más adelante). Una vez más puede servir de ejemplo el derecho a la 
educación. El derecho de los niños a la educación debe ser protegido por el Estado 
frente a las injerencias y el adoctrinamiento por terceras partes, incluidos los padres 
y los familiares, los maestros y la escuela, las religiones, las sectas, los clanes y las 
empresas comerciales.

Los Estados disfrutan de un margen de discreción en lo que se refiere a la obligación 
de proteger. Por ejemplo, el derecho a la integridad personal y la seguridad obliga a 
los Estados a combatir el fenómeno generalizado de la violencia doméstica contra 
las mujeres y los niños. Los Estados tienen la responsabilidad de adoptar medidas 
positivas en forma de las pertinentes leyes penales, civiles, familiares o administrativas, 
capacitación de la policía y los jueces o concienciación del público general con el fin de 
reducir la incidencia de la violencia doméstica.

La obligación del Estado de proteger contra las violaciones cometidas por agentes 
no estatales es especialmente pertinente en la esfera de los derechos de la mujer. 
Durante muchos años, la violencia desenfrenada contra las mujeres no se consideró 
una violación de los derechos humanos si la ejercían agentes privados dentro del 
“ámbito privado” del hogar, en forma de violencia doméstica (incluso si la naturaleza 
de la violencia pudiera ser el equivalente a la tortura), o si se producía en el ámbito 
público, incluso aunque su escala pudiera alcanzar el nivel de una emergencia pública. 
Esta negligencia anterior con respecto a la experiencia de las mujeres refleja un 



35

prejuicio masculino en el desarrollo del derecho de los derechos humanos y contribuyó 
a la impunidad por dichas violaciones de los derechos humanos contra las mujeres. 
Desde entonces, y a lo largo de los últimos 20 años, se ha establecido con firmeza 
la obligación del Estado de proteger los derechos humanos de la mujer. Lo anterior 
incluye el deber de proteger a las mujeres ante violaciones cometidas por terceras 
partes, en los ámbitos público o privado, y de adoptar medidas positivas para cumplir 
sus derechos humanos.

¿Qué significa la “obligación de cumplir”?

En virtud de la “obligación de cumplir”, los Estados deben adoptar medidas positivas 
para garantizar que los derechos humanos puedan ser ejercidos. El alcance de la 
obligación de cumplir varía conforme al derecho de que se trate y a los recursos de 
que disponga el Estado. No obstante, en términos generales, los Estados deberían 
crear “las condiciones jurídicas, institucionales y de procedimiento que los titulares de 
derechos necesitan para poder ejercer sus derechos y disfrutar plenamente de ellos”1. 
En cuanto al derecho a la educación, por ejemplo, los Estados deben proporcionar 
formas y modos para que todos reciban enseñanza primaria gratuita y obligatoria, 
enseñanza secundaria gratuita, enseñanza superior, formación profesional y educación 
de adultos y para la eliminación del analfabetismo (incluidas medidas como el 
establecimiento de escuelas públicas suficientes o la contratación y remuneración de 
un número apropiado de maestros).

Recuadro 9	 La obligación del Estado de respetar, proteger y cumplir: 
ejemplos

El derecho a la vida

Respetar 	� La policía no quitará intencionadamente la vida a un sospechoso 
con el fin de impedir su fuga.

Proteger 	� Las agresiones de un individuo que pongan en peligro la vida de 
otras personas (intento de homicidio) serán delitos que acarrearán 
las penas apropiadas de acuerdo con la legislación penal nacional. 
La policía investigará debidamente esos delitos con el fin de llevar a 
sus autores ante la justicia.

Cumplir	� Las autoridades adoptarán medidas legislativas y administrativas 
para reducir progresivamente la mortalidad infantil y otros tipos de 
mortalidad cuyas causas subyacentes pueden ser combatidas.

Prohibición de la tortura y de los tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes

Respetar	� La policía no recurrirá a la tortura al interrogar a los detenidos.

1	 Walter Kalin y Jorg Kunzli, The Law of International Human Rights Protection, Oxford, Oxford University Press, 
2009, 112.
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Proteger 	� Las autoridades adoptarán medidas legislativas y de otro tipo contra 
la violencia doméstica.

Cumplir 	� Las autoridades capacitarán a agentes de policía en métodos 
aceptables de interrogatorio.

Derecho al voto

Respetar 	� Las autoridades no interferirán con el proceso de votación y 
respetarán el resultado de las elecciones.

Proteger 	� Las autoridades organizarán la votación mediante sufragio secreto 
para impedir las amenazas por parte de personas en posición de 
autoridad (como políticos, jefes de clan o de familia o empleadores).

Cumplir 	� Las autoridades organizarán elecciones libres e imparciales y se 
asegurarán de que vote el máximo número posible de ciudadanos.

Derecho a la educación

Respetar 	� Las autoridades respetarán la libertad de los padres a la hora de 
escoger una escuela para sus hijos.

Proteger 	� Las autoridades se asegurarán de que terceras partes, incluidos los 
padres, no impiden que las niñas asistan a la escuela.

Cumplir	� Las autoridades adoptarán medidas positivas para garantizar que 
la educación sea culturalmente apropiada para las minorías y los 
pueblos indígenas, y de buena calidad para todos.

Derecho a la salud

Respetar 	� Las autoridades no restringirán el derecho a la salud (entre otras 
cosas, mediante esterilizaciones forzosas o experimentación 
médica).

Proteger 	� La mutilación genital femenina será prohibida y erradicada.

Cumplir 	� Un número adecuado de hospitales y otros establecimientos 
públicos de asistencia sanitaria proporcionarán servicios accesibles 
por igual para todos.

Derecho a la alimentación

Respetar 	� Las autoridades se abstendrán de tomar toda medida que impida 
el acceso a alimentos adecuados (por ejemplo, los desalojos 
arbitrarios de tierras).

Proteger 	� Las autoridades promulgarán leyes o adoptarán otras medidas para 
evitar que personas u organizaciones poderosas violen el derecho 
a la alimentación (por ejemplo, una empresa que contamina 
el suministro de agua o un terrateniente que desaloja a los 
campesinos).
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Cumplir 	� Las autoridades aplicarán políticas, como la reforma agraria, para 
garantizar el acceso de la población a alimentos adecuados y la 
capacidad de los grupos vulnerables para alimentarse a sí mismos.

El principio de la realización progresiva

El principio de la realización progresiva se aplica a las obligaciones positivas que tiene 
el Estado de satisfacer y proteger los derechos humanos, en particular, los derechos 
económicos, sociales y culturales. El derecho a la salud, por ejemplo, no garantiza 
el derecho de toda persona a estar sana. Sin embargo, sí obliga a los Estados, de 
conformidad con sus respectivas capacidades económicas y tradiciones sociales y 
culturales, además de las normas internacionales mínimas, a establecer y mantener 
un sistema de salud pública que, en principio, pueda garantizar el acceso de todos 
y todas a ciertos servicios de salud básicos. La realización progresiva significa que 
los Estados deben establecer objetivos y niveles de referencia con el fin de reducir 
gradualmente la tasa de mortalidad infantil, aumentar el número de médicos por cada 
1000 habitantes, incrementar el porcentaje de la población vacunada contra ciertas 
enfermedades infecciosas y epidémicas o mejorar las instalaciones básicas de salud, 
entre otras cosas. Es evidente que el nivel sanitario en los países pobres puede ser más 
bajo que en los países ricos sin que se viole ninguna de las obligaciones de un Estado 
de satisfacer el derecho a la salud. La ausencia total de medidas positivas para mejorar 
el sistema de salud pública, las medidas regresivas o la exclusión deliberada de ciertos 
grupos (como las mujeres y las minorías religiosas o étnicas) del acceso a los servicios 
de salud pueden, no obstante, suponer una violación del derecho a la salud.

El derecho a un recurso efectivo

La propia noción de derechos entraña, además de una reivindicación sustantiva, la 
posibilidad de recurso a una autoridad nacional judicial o administrativa, incluidos 
los tribunales y las instituciones nacionales de derechos humanos (INDH), en caso 
de vulneración de un derecho. Toda persona que afirma que sus derechos no han 
sido respetados, protegidos o satisfechos debe tener la posibilidad de presentar un 
recurso efectivo ante un órgano nacional competente e independiente, facultado para 
proporcionar reparación y para hacer que sus decisiones se apliquen.

De conformidad con el Comité de Derechos Humanos (Comité DH), órgano de las 
Naciones Unidas que se encarga de supervisar la aplicación del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) (véase el capítulo 5), el párrafo 3 a) del 
artículo 2 del PIDCP obliga a los Estados a adoptar medidas eficaces para investigar las 
violaciones de derechos humanos “con rapidez, a fondo y de manera efectiva mediante 
órganos independientes e imparciales”2. La falta de realización de una investigación 

2	 El CDH, Observación general N° 31 (26 de mayo de 2004), párr. 15.
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podría en sí constituir una violación del PIDCP3. Además, el Comité DH mantiene que 
los Estados están obligados a velar por que los responsables de ciertas violaciones, 
como la tortura o los tratos crueles, inhumanos o degradantes, la ejecución sumaria y 
arbitraria y la desaparición forzosa “sean sometidos a la justicia”4.

Asimismo, los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones (aprobados por la Asamblea General en 2005, A/RES/60/147)5 
especifican que los Estados tienen la obligación de investigar presuntas violaciones 
y actuar en consecuencia cuando sea necesario, adoptar medidas administrativas 
y legislativas apropiadas para prevenir las violaciones, y proporcionar a las víctimas 
reparaciones adecuadas y un acceso igual y efectivo a la justicia6. Las amnistías que 
impiden el enjuiciamiento de personas por crímenes internacionales o violaciones 
manifiestas de los derechos humanos pueden interferir con el derecho a un recurso 
efectivo, incluida la reparación7.

Recuadro 10	 El derecho a obtener reparación con arreglo a los tratados 
internacionales y regionales de derechos humanos: ejemplos

Según el artículo 2 3) del PIDCP, los Estados Partes se comprometen a garantizar 
que a) “toda persona cuyos derechos o libertades (…) hayan sido violados podrá 
interponer un recurso efectivo” y que b) “la autoridad competente, judicial, 
administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por 
el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que 
interponga tal recurso y desarrollará las posibilidades de recurso judicial”.

El artículo 13 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
las Libertades Fundamentales (CEDH) estipula que: “toda persona cuyos derechos 
y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido violados tiene 
derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional…”.

El artículo 25 1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH) (también conocida como Pacto de San José de Costa Rica) establece 
esa reparación como derecho humano independiente: “Toda persona tiene 
derecho a un recurso sencillo y rápido, o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención…”.

El artículo 23 de la Carta Árabe de Derechos Humanos afirma que: “Todo Estado 
Parte de la presente Carta actuará para velar por que toda persona cuyos derechos 

3	 Ibid.

4	 Ibid., párr. 18.

5	 Las Naciones Unidas, Doc. A/RES/60/147 (16 de diciembre de 2005).

6	 Ibid., principio 3.

7	 El ACNUDH, Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías, 
Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2009, pág. 11.
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o libertades reconocidos en la presente Carta hayan sido violados tenga derecho 
a un recurso efectivo, con independencia de que la violación haya sido cometida 
por personas que ejercen una función pública”.

El derecho de recurso a un tribunal internacional 
o regional de derechos humanos

El derecho de recurso a un tribunal internacional o regional de derechos humanos una 
vez agotadas todas las vías de reparación en el nivel nacional sólo ha sido aceptado 
en parte. En virtud del CEDH, los particulares pueden recurrir al Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, de carácter permanente, cuyas decisiones son jurídicamente 
vinculantes. La CADH, el Protocolo Facultativo de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos y el Tratado de la Comunidad Económica de los Estados 
de África Occidental (CEDEAO) proporcionan mecanismos individuales de denuncia, 
sujetos a las normas específicas de cada caso (para más detalles, véase el capítulo 8).

Además, los particulares pueden presentar una denuncia ante el órgano de tratados 
responsable de supervisar el cumplimiento de cada tratado internacional fundamental 
de derechos humanos (para más detalles, véase el capítulo 5). No obstante, en la 
actualidad no existe ningún tribunal internacional de derechos humanos per se.

El derecho a obtener reparación por el daño sufrido

Tal como se menciona más arriba, el derecho a obtener reparación es un elemento 
esencial del derecho a un recurso efectivo. En los casos en que el Estado es 
responsable de una violación de los derechos humanos debido a sus acciones u 
omisiones, tiene la obligación de proporcionar a las víctimas una reparación adecuada, 
efectiva y rápida. De hecho, cuando esta reparación no se concede, “la obligación 
de proporcionar un recurso efectivo (…) no se cumple”8. Los Principios y directrices 
básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones establecen las siguientes 
formas de reparación (véase el recuadro 11).

Recuadro 11	 El derecho de las víctimas a la reparación tras una violación 
manifiesta de los derechos humanos9

Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta 
las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 

8	 El Comité DH, Observación general N° 31, párr. 16.

9	 Las Naciones Unidas, Doc. A/RES/60/147 (16 de diciembre de 2005), principios 19 – 23.
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graves del derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional 
a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación 
plena y efectiva, en las formas siguientes:

La restitución entraña, cuando sea apropiado y deseable, restaurar la situación 
en la que se encontraba la víctima antes de que se produjera la violación de 
derechos humanos de que se trate. La restitución puede incluir el restablecimiento 
de la libertad, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y 
la devolución de sus bienes.

La rehabilitación incluye las medidas legales, médicas, psicológicas y sociales 
para ayudar a las víctimas a recuperarse (por ejemplo, estableciendo centros de 
rehabilitación de las torturas).

La indemnización hace referencia al resarcimiento de daños económicos o de 
otra índole, incluido el daño físico o mental, la pérdida de oportunidades (por 
ejemplo, de empleo, educación y prestaciones sociales), los daños materiales, la 
pérdida de ingresos o el lucro cesante, y los perjuicios morales.

La satisfacción hace referencia a las disculpas públicas, la aceptación de 
responsabilidades, las conmemoraciones y homenajes a las víctimas, la 
verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad cuando 
sea posible y adecuado, una declaración oficial o decisión judicial, la aplicación de 
sanciones judiciales o administrativas a los autores de las violaciones manifiestas 
de los derechos humanos, la búsqueda de las personas desaparecidas, la 
identificación y nueva inhumación de los cadáveres según el deseo de la víctima 
y los familiares, y la inclusión de una exposición precisa de las violaciones 
manifiestas de los derechos humanos en el material didáctico a todos los niveles.

Las garantías de no repetición comprenden medidas que contribuyan a la 
prevención de futuras violaciones de los derechos humanos. Estas pueden 
incluir las reformas legislativas e institucionales (por ejemplo, para fortalecer 
la independencia del poder judicial), los programas que revisan la integridad e 
idoneidad de los individuos para ejercer cargos públicos, y los esfuerzos por 
mejorar la observancia de los códigos de conducta por los funcionarios públicos.

Reparación para las violaciones de los derechos 
económicos, sociales y culturales

Las disposiciones relativas al derecho a reparación que se han citado anteriormente 
(véase el recuadro 11) se refieren principalmente a los derechos civiles y políticos, 
mientras que la mayoría de los tratados relacionados con los derechos económicos, 
sociales y culturales, como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC) y la Carta Social Europea, no contienen disposiciones análogas. A 
pesar de ello, las violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) 
se adjudican cada vez más a tribunales nacionales y regionales, así como a órganos de 
tratados de las Naciones Unidas. De hecho, los argumentos basados en que los DESC 
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son demasiado vagos para ser adjudicados, o que afectan a decisiones políticas que 
deben resolver las autoridades políticas y no los tribunales, no resultan convincentes. 
Todos los derechos humanos que entrañan una obligación positiva de cumplir 
requieren necesariamente decisiones políticas por parte de funcionarios del Estado. Así 
por ejemplo, la capacidad de un sistema de justicia de satisfacer el derecho a un juicio 
imparcial en un plazo razonable depende de decisiones políticas, incluida la asignación 
de los recursos necesarios.

Al igual que las violaciones de los derechos civiles y políticos se pueden adjudicar a 
los tribunales, lo mismo ocurre con las violaciones de muchos DESC. Por ejemplo, los 
tribunales pueden dictaminar si los Estados han satisfecho sus obligaciones positivas 
de garantizar el acceso a la atención médica primaria esencial conforme al contenido 
fundamental del derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental 
que se pueda lograr. Los tribunales también pueden emitir resoluciones sobre si 
los Estados han cumplido con sus deberes respecto a los DESC y otros deberes 
inmediatos que derivan de los anteriores, incluida la prohibición de la discriminación en 
el proceso de salvaguardar los derechos consagrados en el PIDESC.

En la esfera nacional, los DESC no siempre aparecen contemplados en las legislaciones 
o constituciones nacionales. No obstante, como se ha demostrado especialmente en 
los tribunales constitucionales de Sudáfrica y la India, cada vez con más frecuencia 
los tribunales nacionales se declaran competentes respecto a los derechos a la salud, 
la educación, el agua y una vivienda adecuada (para más detalles sobre el caso de 
Sudáfrica véase el capítulo 13). Otro ejemplo significativo es el de la Cámara de 
Derechos Humanos para Bosnia y Herzegovina, que, en virtud del anexo 6 del Acuerdo 
de Paz de Dayton, de 199510, dictó numerosas resoluciones relacionadas con una 
supuesta o aparente discriminación en el disfrute de diversos DESC11.

En el ámbito regional, el Comité Europeo de Derechos Sociales puede aceptar 
denuncias colectivas de supuestas violaciones de la Carta Social Europea y cuenta 
con una jurisprudencia significativa a este respecto. De forma adicional, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), el Tribunal de Justicia de la 
CEDEAO y la Corte y Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos tienen 
jurisdicción para atender denuncias relativas a violaciones de los DESC. Aunque el 
Tribunal de Justicia de la CEDEAO y la Corte y Comisión Africana pueden atender 
denuncias relacionadas con todos los derechos de la Carta Africana, la Corte IDH, 
en virtud del artículo 19 6) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 
1988, sólo está autorizada para decidir en materia de peticiones individuales relativas al 
derecho a la educación y al derecho a la organización de sindicatos.

En el ámbito internacional, en la actualidad se pueden presentar denuncias ante el 
Comité DESC gracias a la entrada en vigor en mayo de 2013 del Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PF-PIDESC). 
El Comité es un órgano cuasi judicial cuyas opiniones, aunque no son jurídicamente 

10	Acuerdo de Paz de Dayton, anexo seis: Acuerdo relativo a los derechos humanos, artículo XIV (14 de 
diciembre de 1995).

11	CESCR, Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, E/C.12/BIH/CO/1 
(24 de enero de 2006), párr. 5.
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vinculantes, tienen un peso interpretativo importante. Permiten aclarar el alcance 
de las obligaciones del Estado en casos específicos y el tipo de medidas que deben 
adoptarse para proporcionar una reparación a las víctimas. Existen otros tratados 
internacionales de derechos humanos que también incluyen disposiciones sobre los 
DESC. Los órganos de tratados creados respectivamente para la Convención sobre 
los Derechos del Niño (CRC), la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
(ICRMW) y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(CRPD) son competentes para atender denuncias individuales relativas a los DESC 
conforme a lo estipulado en estos tratados (para más detalles, véase el capítulo 5). 
En el mismo sentido, puesto que algunos DESC y derechos civiles y políticos (DCP) 
son interdependientes, existen aspectos de los DESC que también pueden juzgarse 
mediante los mecanismos de denuncia proporcionados por la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT) y el Protocolo 
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PF-PIDCP). Por 
ejemplo, la denegación de alimentos o atención sanitaria a personas privadas de 
libertad puede considerarse tortura o trato inhumano o degradante. De forma análoga, 
los desalojos forzosos pueden afectar al derecho a una vida privada y familiar o violar el 
debido proceso legal.

Aunque sigue habiendo retos en cuanto a garantizar el derecho a un recurso efectivo 
para los DESC, las últimas tendencias, como la entrada en vigor del PF-PIDESC, indican 
un avance en el proceso de revertir la suposición obsoleta de que los DESC no se 
pueden someter a la justicia.

Recuadro 12	 Legislación y competencia de los tribunales nacionales en 
la esfera de los derechos económicos, sociales y culturales: dos ejemplos

En algunos países la legislación otorga capacidad a los tribunales nacionales 
para resolver en materia de derechos económicos, sociales y culturales. En 
Sudáfrica, donde los DESC están consagrados en la Constitución, el derecho a 
la alimentación, el acceso a la atención sanitaria y a la vivienda y otros derechos 
pueden ser protegidos por los tribunales. En la causa Grootboom (Gobierno de 
la República de Sudáfrica c. Irene Grootboom y otros, CCT 11/00), el Tribunal 
Constitucional del país sentó un precedente internacional al sentenciar sobre 
los DESC.

La causa hace referencia a una solicitud en nombre de 900 personas que habían 
ocupado tierras vacías mientras esperaban a que hubiera disponibles viviendas 
estatales de bajo costo, pero fueron desalojadas y sus casas destruidas. En primer 
lugar, los solicitantes presentaron una petición ante el Tribunal Supremo y, más 
tarde, apelaron al Tribunal Constitucional, con la denuncia de que su derecho a 
una vivienda adecuada había sido violado. El Tribunal Constitucional apoyó la 
denuncia de los solicitantes. Resolvió que el Estado tenía la obligación negativa 
de no impedir o dificultar el acceso a la vivienda y una obligación positiva de crear 
un entorno que facilitara el cumplimiento de este derecho. Al no aplicar un plan 
de viviendas coherente y coordinado para los más necesitados, el Estado había 
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dejado de adoptar medidas razonables para la realización gradual del derecho a la 
vivienda. El Tribunal ordenó al Estado que “conciba, financie, aplique y supervise 
medidas para proporcionar una reparación a aquellas personas cuya necesidad es 
desesperada”.

En 2003, el Parlamento de Escocia aprobó la histórica Ley (escocesa) de las 
personas sin techo etc. de 2003, que creaba un derecho a la vivienda plenamente 
justiciable. Aunque al principio sólo se aplicaba a personas que tenían una 
“necesidad prioritaria”, la prueba de necesidades prioritarias se reemplazó 
gradualmente a lo largo de un ciclo de diez años hasta su abolición final en 
diciembre de 2012. Por este motivo, en Escocia todas las personas que se 
encuentran sin techo de forma no intencional tienen el derecho jurídicamente 
exigible a la vivienda. En su examen de 2009 sobre el cumplimiento del Reino 
Unido de las obligaciones contraídas en virtud del PIDESC, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales destacó la Ley de las personas sin techo como 
“mejor práctica”, dejando sentado que debería extenderse al resto del Reino 
Unido, “especialmente la disposición relativa al derecho a la vivienda como 
derecho jurídicamente exigible”.

En el capítulo 13 se pueden encontrar más ejemplos de tribunales nacionales que se 
han pronunciado en relación con derechos económicos y sociales.

Lecturas complementarias

–	 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones: Naciones Unidas, Doc. A/RES/60/147 (16 de diciembre de 2005).

–	 Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad: E/CN.4/2005/102/Add. 1, (8 de febrero de 2005).

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías, el ACNUDH, 
Nueva York y Ginebra, 2009. Disponible en https://shop.un.org y http://www.un-ilibrary.org.

–	 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Programas de reparaciones, 
el ACNUDH, Nueva York y Ginebra, 2008. Disponible en https://shop.un.org y http://www.un-ilibrary.org.

–	 Preguntas frecuentes sobre los derechos económicos, sociales y culturales. Folleto informativo N° 33, 
el ACNUDH, 2008. Disponible en http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FS33_sp.pdf.
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